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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DEL CABILDO DE GRAN CANARIA SOBRE 

CONTRATOS PÚBLICOS 
05.0.5 

ACUERDO 14/2023, DE 26 DE DICIEMBRE DE 2023, POR EL QUE SE RESUELVE RECURSO 
ESPECIAL PRESENTADO POR LA ENTIDAD HISPAPOST, S.A., CONTRA EL ACTO DE 
ADJUDICACIÓN DEL CONTRATO “SERVICIOS POSTALES PARA EL CABILDO DE GRAN 
CANARIA Y ENTES DEL SECTOR PÚBLICO INSULAR” (EXP XP0277/2023; EXP TRIB 
10/2023) 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO. El 21 de junio de 2023 se publica en la Plataforma de Contratación del 
Sector Público el anuncio de licitación y el 22 de junio siguiente los Pliegos de Cláusulas 
Administrativas Particulares (PCAP) y de Prescripciones Técnicas (PPT), del contrato de 
servicios denominado “SERVICIOS POSTALES DEL CABILDO DE GRAN CANARIA Y ENTES 
DEL SECTOR PÚBLICO INSULAR” mediante procedimiento abierto y tramitación ordinaria, 
cuyo valor estimado asciende a la cantidad de 7.041.975,84 € (con un presupuesto base 

de licitación de 3.611.269,66€, y un IGIC de 126.394,44 €), tramitado por la Consejería de 
Gobierno de Presidencia del Cabildo de Gran Canaria. 

SEGUNDO.  El 3 de noviembre mediante Resolución nº 198/23 adoptada por la 
Consejería de Gobierno de Hacienda y Emergencias se resuelve la adjudicación de la 
licitación a la entidad SOCIEDAD ESTATAL CORREOS Y TELÉGRAFOS, S.A., toda vez que ha 
presentado la primera oferta con mejor relación coste-eficacia. 

TERCERO. El 20 de noviembre de 2023 Don I. R. R., actuando en nombre y 
representación de HISPAPOST S.A., presenta un escrito por el que formaliza la 
interposición de un Recurso Especial en materia de contratación-en adelante REMC- por 
el contrario, la Resolución nº 198/23, de fecha 3 de noviembre de 2023 por la que se 
adjudica el contrato.  

CUARTO. El 21 de noviembre de 2023, el Tribunal Administrativo del Cabildo de 
Gran Canaria sobre Contratos Públicos -en adelante TACP- formula el oportuno 
requerimiento al servicio gestor, solicitando el expediente, la relación de todos los 
participantes en la licitación, así como el preceptivo informe. 

QUINTO. El 23 de noviembre de 2023 tiene entrada en el registro del Tribunal 
Administrativo del Cabildo de Gran Canaria sobre Contratos Públicos -en adelante TACP- 
el expediente, la relación de todos los participantes en la licitación, así como el 
preceptivo informe, todo ello remitido por el servicio gestor. 

SEXTO.             Conforme a los dispuesto en los apartados 2 y 3 del artículo 56 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al 
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 – en adelante, LCSP´17 -, el 24 de 
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noviembre de 2023 fueron puestos de manifiesto a los licitadores los documentos 
mediante los que fue formalizado el Recurso Especial. 

SÉPTIMO.        Al tratarse de un recurso contra la adjudicación del contrato, el acto ha 
quedado suspendido de forma automática sin que el Tribunal haya apreciado 
circunstancias para su levantamiento, en virtud de lo dispuesto en el artículo 56.3 de la 
LCSP´17. 

OCTAVO.        El 20 de diciembre de 2023 este Tribunal adoptó el acuerdo 13/2023 por el 
que fue resuelto un previo recurso interpuesto por la recurrente el 23 de octubre de 
2023 en relación con su exclusión en la licitación manteniendo la suspensión del 
procedimiento en tramitación. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- Competencia. 
 
La competencia para resolver el recurso especial en materia de contratación 
corresponde a este Tribunal, en virtud de lo estipulado en el Reglamento Orgánico que lo 
regula, publicado en el BOP nº 24, de 24 de febrero de 2016 y en el BOC nº 39 de 26 de 
febrero de 2016, habiendo sido designados sus miembros por el Consejo de Gobierno 
Insular celebrado el 25 de julio de 2016, (BOP nº 93 de 3 de agosto de 2016) y acordada 
su renovación por el Pleno del Excmo. Cabildo de Gran Canaria el 30 de julio de 2021, 
(BOP nº 133 de 5 de noviembre de 2021).  

Todo ello, de conformidad con lo dispuesto en los apartados 3 y 4 del artículo 41 del 
entonces vigente Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre (TRLCSP), hoy art 46 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al 
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 – en adelante LCSP´17- y de 
conformidad con el 2.3 del Decreto 10/2015, de 12 de febrero de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, por el que se creó el Tribunal Administrativo de Contratos 
Públicos y que habilita a las Administraciones Locales para crear su propio Tribunal 
Administrativo.  

SEGUNDO. -  Legitimación 

El párrafo primero del artículo 48 de la LCSP`17 establece que “Podrá interponer el 
recurso especial en materia de contratación cualquier persona física o jurídica cuyos 
derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, se hayan visto perjudicados o 
puedan resultar afectados, de manera directa o indirecta, por las decisiones objeto del 
recurso.” 
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 Al ser la recurrente una de las empresas que se presentaron a la licitación está 
legitimada para a la presentación del recurso habiendo presentado los poderes 
notariales que acreditan su representación. 

TERCERO.- Objeto  

El recurso tiene por objeto la adjudicación de un contrato de prestación de servicios 
superior a cien mil euros, por lo que se trata de un acto susceptible de recurso especial 
en materia de contratación de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 44.1.a) y 44.2.c) 
de la LCSP´17. 

CUARTO.- Plazo de interposición  

El recurso ha sido presentado dentro del plazo de 15 días que al efecto establece el 
artículo 50 de la LCSP´17, toda vez que el acto impugnado que había sido dictado el 3 de 
noviembre de 2023 y notificado el 6 de noviembre de2023, el recurso fue interpuesto el 
20 de noviembre siguiente. 

QUINTO.- Motivos del recurso 

Como motivos del recurso, el recurrente plantea los mismos motivos que el 
contenido en el recurso especial contra la exclusión – Rec 8/23-, esto es, 
genéricamente que el Informe de Valoración de Ofertas de fecha 29 de agosto de 2023 
incurre en arbitrariedad, falta de motivación y error, 

Que dicho informe resulta exorbitante, dado que solo incurre en presunción de baja 
anormal los servicios del apartado A), que el umbral se supera por un escaso margen de 
4,25 puntos y que el peso específico de los servicios cuyo descuento entraría en 
presunción de anormalidad es de solo el 18,06% en la valoración de la oferta económica.  

Que la falta de motivación se centra en que no ofrece explicación alguna para no 
aceptar las explicaciones de la licitadora. 

Que el recurrente ha aportado soluciones técnicas justificando condiciones 
excepcionalmente favorables que disponen para prestar el servicio, alegando, respecto 
al apartado de relación anual de envíos, que es imposible obtener el ingreso de forma 
exacta con base a datos aportados en los pliegos, teniendo que realizar estimaciones, 
pero aún utilizando diferentes métodos de cálculo, la diferencia entre ellos no es mayor 
a -4.487,56€, es decir un 0,25% sobre el presupuesto de licitación y que ha justificado la 
capacidad del recurrente para ejecutar los envíos en un 60% y que el resto lo realizará a 
través de Correos; igualmente, dice justificar los sobrecostes de los envíos a través de 
Correos así como que no es necesario incorporar personal adicional de soporte; y, por 
último, que la estimación de gastos efectuado por la recurrente responden a la realidad 
en relación a la disposición de oficinas.  
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SEXTO.- Versando pues el presente recurso sobre idénticos motivos que los expuestos 
por el recurrente en el Recurso Especial 8/2023, este Tribunal se remite al contenido de 
la Resolución de dicho expediente para desestimar este Recurso, pasando a reproducir 
el mismo en lo que aquí interesa: 

“SEXTO.- Mediante escrito de 22 de noviembre de 2023, el órgano de 
contratación emite informe, que, en síntesis, expresa lo siguiente: 

Respecto a las explicaciones ofrecidas por HISPAPOST en el plazo concedido para 
justificar su proposición incursa en baja desproporcionada, estas no resultaron 
satisfactorias, tal y como se motivó en el informe de valoración de las ofertas 
emitido por el Servicio de Asuntos Generales con fecha 29 de agosto de 2023, por 
lo que no se llegó a la convicción de que se pudiera cumplir normalmente la 
oferta en sus términos, no tanto por falta de exhaustividad en la justificación, 
sino porque muchos de los datos económicos ofrecidos no resultaban ajustados a 
la realidad. 

Que el hecho de que exista una oferta anormalmente baja (aunque a la licitadora le 
resulte escaso el margen de 4,25 puntos) es una mera presunción iuris tantum de 
que la oferta no pudiera ser cumplida, exigiendo, por tanto, un procedimiento 
contradictorio, en que se da la oportunidad a los licitadores de justificar la viabilidad 
de su oferta, recayendo sobre ellos la carga de justificar su proposición, de modo 
que solo si no justifican la posibilidad de cumplir el contrato con su oferta, o lo hacen 
en forma insuficiente, el órgano de contratación puede excluirlos, tal y como señala 
la Resolución nº 1468/2019, de 19 de diciembre del TACRC. 

Que la licitadora en el apartado “ahorros producidos por la metodología de los 
servicios prestados” de su informe de justificación de la baja, aludía a argumentos 
muy genéricos (importantes sinergias, metodología aplicada…), sin cuantificar ni 
cualitativa ni cuantitativamente esos ahorros, por lo que con esa información no 
era posible verificar que se produjera ahorro de costes. 

Que la mención de los medios humanos, con los datos ofrecidos por la recurrente 
en el informe de justificación de viabilidad de su oferta, no resultaba demasiado 
realista que una empresa que oferta la apertura de 16 nuevas oficinas (al margen 
de las 3 que exige el PPT como red mínima de oficinas, de las cuales solo identificó 
una en su oferta), no tenga que incorporar nuevo personal para atender esas 
oficinas cuya apertura, según su proposición, sería de 9 horas diarias de lunes a 
viernes.” 

 

Que en el informe técnico de valoración de ofertas, se indicó (página 12), “que la 
licitadora entendió que del total de envíos, el 18,06% corresponde con los productos 
del grupo A) (en el que la licitadora ha ofertado un mayor descuento) y el 81,94% 
corresponde con los productos del grupo B) (en el que la licitadora ha ofertado un 
menor descuentos) lo que evidencia que la licitadora ha tratado el porcentaje del peso 
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que tiene el descuento que ofertan las licitadoras para cada grupo de productos o 
servicios en la aplicación de la fórmula del criterio económico de adjudicación, como 
un porcentaje asociado el número total de envíos, por lo que los cálculos de ingresos 
no se ajustan a la realidad y están altamente desproporcionados. 

Tal es así, qué en la relación anual de envíos estimados, figura mayoritariamente las 
cartas ordinarias nacionales (que se encuentran encuadradas en el grupo A, en el que 
la licitadora ha ofertado mayor descuento), alcanzando un 66,30% del total de los 
envíos estimados. Es decir, para los cálculos de estimación de ingresos, HISPAPOST, 
S.A. ha interpretado que solo a un 18,06% del total de envíos aplicaría el 26% de 
descuento ofertado, cuando en realidad, si sumamos el número de envíos estimados 
correspondientes con los productos encuadrados en el grupo A, la licitadora debería 
aplicar un 26% al 66,52% del total del envío”. 

Es necesario aclarar nuevamente, continúa el informe, como se hizo en el informe de 
valoración de las ofertas, que el presupuesto máximo de licitación es el límite máximo 
de gasto que compromete el órgano de contratación. 

 

Teniendo en cuenta el objeto del contrato, que se ejecutará a demanda, no se puede 
establecer como ingreso cierto el total de presupuesto máximo de licitación, toda vez 
que el Cabildo no tiene obligación de ejecutar el total del mismo si no existe tal 
demanda. Por tal razón, en el Anexo III del PPT, figura una relación de los envíos 
estimados, de conformidad con los servicios demandados en el año anterior. 

 

Que la recurrente hace un estudio sobre la población de cada uno de los municipios, con el 
fin de demostrar, tal y como afirmó en el informe de justificación de la baja, que es capaz 
de cubrir el 60 % del total del envío, sin tener que recurrir a CORREOS. Consultados los 
datos de población a los que hace referencia (no se ha indicado la fuente) y contrastados 
con los datos oficiales publicados por el Instituto Nacional de Estadística, hay ciertas 
desviaciones sin importancia, la más relevante corresponde al municipio de San Bartolomé 
de Tirajana que figura con una población de 58.576 habitantes y en el INE de 74.560 
habitantes. No obstante, habría un margen de error en la columna de % de población 
inferior al 2%. Tal y como reconoció la licitadora en su informe de justificación de viabilidad 
de su oferta, el importe que HISPAPOST debe abonar a CORREOS por algunos envíos que 
están fuera de su cobertura y que tendrían que ser realizados a través de CORREOS, es 
superior al ofrecido en la oferta de HISPAPOST para esos Servicios, no obstante, la 
recurrente insiste en el recurso, que el sobrecoste se ve subsanado con el margen de otros 
envíos. 

Que en la tabla de la página 19, se aplica unos “supuestos” descuentos que CORREOS le 
aplica a HISPAPOST, que no están recogidos en el contrato presentado, estos son: P.E.E. 
(prueba electrónica de entrega), retorno de información y gestión de notificación, por lo 
que el coste de hacer uso de los servicios de CORREOS serían superiores a los indicados por 
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la recurrente. Por otra parte, HISPAPOST indica que reparte cerca de tres millones de 
envíos al año y que cuenta con treinta repartidores, sin embargo, todos los cálculos 
relativos a los repartidores los realiza en base a cuarenta repartidores. 

Que se puso de manifiesto en el informe de valoración de ofertas que 87.000 euros anuales 
para cubrir los alquileres de todas las oficinas ofertadas en su proposición, resultaba muy 
poco realista. Es en este momento, en el marco del recurso, en el que comunica que va a 
hacer uso de las oficinas de CORREOS e introduce una nueva figura de “colaboradores”; por 
lo que ahora los gastos de alquileres serían: 35.058 € (por las 3 oficinas que se exigen para 
cubrir la red mínima), más 34.095 euros (por la retribución mensual que ha acordado con 
los colaboradores -incluido los suministros-) y una reserva de 17.847 euros por si fuese 
necesario alquilar alguna oficina adicional, lo que parece demostrar que a la vista del 
reproche sobre el bajo coste de los gastos de alquiler, se ha reformulado tal concepto. 

 

Sobre este aspecto, dice el informe que el recurso especial en materia de contratación no 
puede considerarse como una segunda oportunidad para justificar la oferta incursa en baja 
anormal, aportando información adicional y nuevos datos relevantes que no fueron 
proporcionados en el plazo otorgado a la licitadora para justificar la baja, es decir, 
introduciendo variaciones o modificaciones a los términos inicialmente alegados por la 
licitadora para justificarla viabilidad de su proposición económica, por lo que no pueden 
interpretarse como simples aclaraciones; debió la recurrente haberlo explicado, justificado 
y desglosado en su informe de justificación de la baja y no en este momento de manera 
extemporánea. 

 

Que el objeto de contrato es el uso de la red postal, en ninguna estipulación del contrato 
presentado figura el acceso a las instalaciones físicas, es decir, no se estipula que se pueda 
hacer uso de las oficinas, en el sentido establecido en el PPT (para el depósito y recogida de 
los envíos que no hubieran podido ser entregados a su destinatario en su domicilio). 

 

Qué en cuanto al coste de los combustibles, la recurrente está introduciendo variaciones a 
los datos ofrecidos inicialmente para justificar la viabilidad de su oferta, reformulando las 
justificaciones iniciales e imputando costes a los “colaboradores. 

 

Que se pone de manifiesto que ese Servicio no consideró necesario la solicitud de 
aclaración, toda vez que la justificación ofrecida por HISPAPOST no ofrecía dudas que 
debieran ser resueltas por la empresa, ofrecía datos claros y concretos, otra cosa es que 
esos datos no resultaran satisfactorios y no consiguieran destruir la presunción de 
anormalidad de su oferta. 

 

SÉPTIMO.- En período de alegaciones, la entidad CORREOS expone, en síntesis, lo 
siguiente: 
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“Qué en la justificación de la red de oficinas adicionales que no son de HISPAPOST, se 
basa en acuerdos de colaboración y que los colaboradores son negocios abiertos al 
público, de lo que concluye que estos negocios no pueden ser considerados oficinas de 
atención al público y puedan cumplir con lo requerido en los pliegos, además de 
establecer un coste mensual de alquiler extremadamente bajo, de forma que los 
gastos superarían a los ingresos; que la recurrente no indica con claridad si dispone 
de 30 o 40 repartidores, siendo ello un dato clave en la estimación de los costes; que 
es inviable disponer de solo una furgoneta y seis motos para dar cobertura al 100% de 
la superficie de Gran Canaria, siendo irreal que la mayor parte de las entregas se 
realizarían andando.” 

 

OCTAVO.- Sobre el control de los Tribunales administrativos en materia de exclusión 
por bajas anormales, la doctrina viene recogida, entre otras, en las siguientes 
Resoluciones: 

Resolución de TACRC 530/2021, de 20 de mayo, que dice: “Sobre este precepto, es 
constante la doctrina de este Tribunal (por todas, recogida en la Resolución nº 473/2020 
que reproduce a su vez los argumentos de la Resolución nº 747/2019 y de otras 
anteriores,) que hace referencia a la discrecionalidad técnica del órgano de contratación 
a la hora de valorar la justificación aportada por el recurrente relativa a la justificación 
de su oferta: 

‘La decisión, sobre la justificación de la viabilidad de las ofertas incursas en valores 
anormales o desproporcionados, corresponde al Órgano de Contratación, atendiendo a 
los elementos de la proposición y a las concretas circunstancias de la empresa licitadora 
y valorando las alegaciones del contratista y los informes técnicos emitidos, ninguno de 
los cuales tienen carácter vinculante. Como hemos reiterado en numerosas resoluciones, 
la finalidad de la Legislación de Contratos es que se siga un procedimiento 
contradictorio, para evitar rechazar las ofertas con valores anormales o 
desproporcionados, sin comprobar, antes, su viabilidad. No se trata de justificar 
exhaustivamente la oferta desproporcionada, sino de proveer de argumentos que 
permitan, al órgano de contratación, llegar a la convicción de que se puede llevar a cabo. 
En caso de exclusión de una oferta incursa en presunción de temeridad, es exigible que 
se fundamenten los motivos que justifiquen tal exclusión. Por el contrario, en caso de 
conformidad, no se exige que el cuerdo de adjudicación explicite los motivos de 
aceptación. 

Como también señala la Directiva sobre Contratación Pública (Directiva 2014/24/UE, de 
26 de febrero), en su artículo 69.3, ‘El poder adjudicador evaluará la información 
proporcionada, consultando al licitador. Solo podrá rechazar la oferta, en caso de que los 
documentos aportados no expliquen, satisfactoriamente, el bajo nivel de los precios o 
costes propuestos...’ (…) De otra parte, en la Resolución 786/2014, de 24 de octubre, 
citando la Resolución 677/2014, de 17 de septiembre, señalamos que ‘la revisión de la 
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apreciación del órgano de contratación, acerca de la justificación de las ofertas incursas 
en presunción de temeridad, incide directamente en la discrecionalidad técnica de la 
Administración y, a tal respecto, es criterio de este Tribunal (Resoluciones 105/2011 y las 
104 y 138/2013) que la apreciación hecha por la entidad contratante del contenido de 
tales justificaciones, en relación con el de las propias ofertas, debe considerarse que 
responde a una valoración de elementos técnicos que, en buena medida, pueden ser 
apreciados, en función de parámetros o de criterios cuyo control jurídico es limitado. Aun 
así, hay aspectos que, aun siendo difíciles de controlar jurídicamente, por venir 
determinados por la aplicación de conceptos jurídicos indeterminados, pueden y deben 
ser revisados por el Tribunal. Tal es el caso de que, en una oferta determinada, puedan 
aparecer síntomas evidentes de desproporción que impidan, sin necesidad de entrar en 
la apreciación de criterios puramente técnicos, la ejecución del contrato en tales 
condiciones’. Continúa la Resolución 786/2014 declarando que para desvirtuar la 
valoración realizada por el Órgano de Contratación en esta materia, será preciso que el 
recurrente ofrezca algún argumento que permita considerar que el juicio del Órgano de 
Contratación, teniendo por justificadas las explicaciones dadas por el licitador, cuya 
oferta se ha considerado, inicialmente, como anormal o desproporcionada, resulta 
infundado o a apreciar que se ha incurrido, en ese juicio, en un error manifiesto y 
constatable (…)”. 

De todas estas resoluciones debemos extraer que cuando el órgano de contratación 
viene a admitir la oferta incursa en presunción de baja temeraria y no a excluirla, la 
prolija motivación para mantener la oferta que reclama el recurrente del órgano de 
contratación no es exigible. Y la aceptación de la oferta resulta ajustada a derecho, ya 
que una vez determinada la oferta incursa en presunción de anormalidad, se dio 
traslado para la justificación a la misma, habiendo efectuado dicha justificación en 
términos asumidos por el órgano de contratación. 

En este contexto, la justificación del licitador incurso en presunción de anormalidad 
debe concretar, con el debido detalle, los términos económicos y técnicos de la misma, 
en aras a demostrar de modo satisfactorio que, pese al ahorro que entraña su oferta, 
ésta no pone en peligro la futura ejecución del contrato con arreglo a la oferta aceptada 
y en los propios términos de la misma. Ello exige demostrar que, gracias a las especiales 
soluciones técnicas, a las condiciones especialmente favorables de que disponga para 
ejecutar las prestaciones del contrato, a la originalidad de la forma de ejecución de las 
mismas que se proponga aplicar, o a la posible obtención de ayudas, el licitador está en 
condiciones de asumir, al precio ofertado, las obligaciones contractuales exigidas y 
derivadas de su oferta, con pleno respeto de las disposiciones relativas a la protección 
del medio ambiente y delas condiciones de trabajo vigentes en el lugar en que deba 
realizarse la prestación, todo lo cual en aras a demostrar que su oferta, pese a ser 
sensiblemente más baja que la de los demás licitadores, permite la futura viabilidad 
técnica y económica del contrato. 
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Como sostiene la Resolución del TACRC 1589/2022, de 22 de diciembre “De acuerdo con 
la doctrina expuesta, el control de este Tribunal ha de centrarse en estos supuestos, en 
determinar si el informe técnico fundamenta de forma suficiente y adecuada el carácter 
satisfactorio de las explicaciones dadas por la empresa licitadora incursa en baja 
anormal y, por ello, la admisión de su oferta o si, por el contrario, los argumentos 
empleados por la recurrente para descalificarlas gozan de peso suficiente para destruir 
las presunciones de legalidad y de discrecionalidad de la actuación administrativa 
impugnada”. 

 

En el mismo sentido la Resolución del TACRC 1561/2022, de 15 de diciembre: 

 

“Para desvirtuar la valoración realizada por el órgano de contratación en esta 
materia, será preciso que el recurrente ofrezca algún argumento que permita 
considerar que el juicio del órgano de contratación, teniendo por justificadas las 
explicaciones dadas por el licitador, cuya oferta se ha considerado –inicialmente– 
como anormal o desproporcionada, resulta infundado o a apreciar que se ha 
incurrido, en ese juicio, en un error manifiesto y constatable. 

Por lo tanto, es competencia de este Tribunal analizar si la justificación del 
licitador, cuya oferta es considerada anormal o desproporcionada, resulta 
suficiente o no, y ello exige una resolución más intensa en caso de que no vayan a 
acogerse las justificaciones del licitador. 

No ocurre así cuando el informe sobre la justificación de la oferta la estima 
suficiente, pues, para entender desvirtuada la presunción iuris tantum de 
temeridad a juicio del órgano de contratación, no es preciso la motivación del 
informe y de la resolución que así lo concluya tenga ese carácter más intenso”. 

 

Y la Resolución del TARC 1120/2020, de 16 de octubre de 2020 señala también que: 

“Finalmente, es también doctrina de este Tribunal, que la exhaustividad de la 
justificación aportada por el licitador habrá de ser tanto mayor cuanto mayor sea 
la baja en que haya incurrido la oferta, por relación con el resto de ofertas 
presentadas. Y del mismo modo, a menor porcentaje de baja, menor grado de 
exhaustividad en la justificación que se ofrezca (Resolución nº 559/2014 y 
662/2014).” 

 

Por último, la Resolución del TARC 1401/2020 de 30 de diciembre (Rec 1170/2020), dice 
que: 

“La labor de este Tribunal, como la de los órganos judiciales que puedan revisar la 
actuación del órgano de contratación, no consiste, por lo tanto, en valorar 
técnicamente la viabilidad de la oferta incursa en presunción de anormalidad: al 
contrario, este órgano deberá circunscribir su actuación a comprobar que la 
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motivación de la actuación discrecional del órgano de contratación es conforme a 
derecho.” 

La postura del Tribunal Supremo, que, a su vez, reproduce la doctrina del Tribunal 
Constitucional (STC 219/2004, de 29 de noviembre o STC 86/2004, de 10 de 
mayo),y siguiendo esta doctrina, ha dejado sentado en numerosas sentencias (STS 
de 23 de noviembre de 2007, Roj 8950/2007, o STS de 3 de julio de 2015, Roj 
3391/2015), que en cuestiones que hayan de resolverse a través de un juicio 
fundado en elementos de carácter exclusivamente técnico, que sólo puede ser 
formulado por un órgano especializado de la Administración (en el presente caso, 
del poder adjudicador), el único control que pueden ejercer los órganos 
jurisdiccionales es el que se refiere a las cuestiones de legalidad que puedan verse 
afectadas por el dictamen técnico, de manera que no pueden corregir o alterar las 
apreciaciones realizadas en el mismo, ya que dicho control sólo puede tener 
carácter jurídico, respecto del acomodo de la actuación administrativa al 
ordenamiento jurídico, y no técnico. Sin embargo, la citada jurisprudencia del 
Tribunal Supremo sobre la motivación y el control de los actos discrecionales, ha 
experimentado una importante evolución en los últimos años, progresando en el 
control de los actos que son expresión de la discrecionalidad técnica, y reducir, así, 
las zonas exentas de control jurisdiccional en estos casos (STS de 18 de marzo de 
2011 , Roj 1546/2011, STS de 6 de julio de 2011, Roj 5208/2011, STS de 25 de 
febrero de 2013, Roj 877/2013 o STS de 18 de marzo de 2014, Roj 1149/2014).  

De esta manera, nos encontramos como el Alto Tribunal en su Sentencia de 3  de 
julio de 2015 (Roj 3391 /2015), viene a considerar que  "en el ámbito de la 
discrecionalidad técnica resultan de aplicación las habituales técnicas de control de 
los actos discrecionales en general, a través del control de los aspectos formales del 
acto, los hechos determinantes, la aplicación de los principios generales del 
derecho, la desviación de poder o la proscripción de la arbitrariedad".  

Por tanto, sobre estos parámetros expuestos son los que este Tribunal puede valorar en 
el presente recurso, esto es, ponderar si la exclusión está debidamente motivada así 
como si los motivos expuestos por la recurrente son satisfactorios para llevar a cabo el 
contrato, teniendo en cuenta la discrecionalidad técnica del órgano de contratación y 
que no es necesario por parte del licitador desglosar la oferta económica, sino una 
explicación sólida de la viabilidad de la oferta, si bien la justificación debe ser exhaustiva 
dado el porcentaje de la baja anormal y sin que a tal efecto pueda soslayarse el deber 
del licitador de justificar los siguientes elementos de la oferta exigidos en el apartado 4 
del artículo 149 de la LCSP,17: 

 

- El ahorro que permita el procedimiento de ejecución del contrato, la fabricación, 
los servicios prestados o el método de construcción. 
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- Las soluciones técnicas adoptadas y las condiciones excepcionalmente favorables 
de que disponga para suministrar los productos, prestar los servicios o ejecutar la 
prestación, las obras. 

- La innovación y originalidad de las prestaciones. 

- El respeto de obligaciones que resulten aplicable en materia medioambiental, 
social o laboral, y de subcontratación. 

- La posible obtención de una ayuda del Estado. 

 

Considerando también la Exposición de motivos 102 de la Directiva 2014/24 que dice al 
respecto: 

“Las ofertas que resulten anormalmente bajas con relación a las obras, los 
suministros o los servicios podrían estar basadas en hipótesis o prácticas inadecuadas 
desde el punto de vista técnico, económico o jurídico. Cuando el licitador no pueda 
ofrecer una explicación suficiente, el poder adjudicador debe estar facultado para 
rechazar la oferta.” 

 

NOVENO.- Respecto a la falta de motivación que denuncia la recurrente, o la 
insuficiencia de esta, es jurisprudencia reiterada la que declara que la motivación no 
precisa ser un razonamiento exhaustivo y pormenorizado en todos los aspectos y 
perspectivas, bastando con que sea racional y suficiente, así como su extensión de 
amplitud bastante para que los interesados tengan el debido conocimiento de los 
motivos del acto para poder defender sus derechos e intereses, pudiendo ser los 
motivos de hecho y de derecho sucintos siempre que sean suficientes, como así lo 
declara tanto el Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo (por todas STC 
37/1982, de 16 junio, SSTS de 9 junio 1986, 31 de octubre de 1995, 20 de enero 1998, 
11 y 13 de febrero, 9 de marzo 1998, 25 de mayo 1998, 15 de junio de 1998, 19 de 
febrero 1999, 5 de mayo de 1999 y 13 enero 2000). 

La oferta del recurrente inicialmente presentada fue valorada como anormalmente 
baja aplicando la regla automática que el propio pliego de condiciones establecía. 
Partiendo de ese dato, no cuestionado por la parte actora, se aplicó correctamente 
la previsión del artículo 149 de la LCSP,17, sin que, teniendo en cuenta los informes 
técnicos emitidos por personal del servicio, se intentara combatir por el recurrente 
por otros informes técnicos periciales. 

El informe técnico de 29 de agosto de 2023 expone de forma extensa y detallada, las 
razones técnicas por las que considera que la oferta presentada por el recurrente 
incurre en baja anormal, por lo que se entiende que el acto recurrido está 
suficientemente motivado, sin que la discrepancia sobre el contenido del acto, que es lo 
que realmente se expone en el presente recurso, pueda ser nominado como falta o 
insuficiencia de motivación. 
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Los argumentos que aduce la recurrente en el presente recurso no justifican 
suficientemente o satisfactoriamente la oferta anormal o desproporcionada por debajo 
del 26% del precio de licitación efectuado por la recurrente, acorde con lo dispuesto en 
el apartado 4 del artículo 149 de la LCSP,17: “Se entenderá en todo caso que la 
justificación no explica satisfactoriamente el bajo nivel de los precios o costes propuestos 
por el licitador cuando esta sea incompleta o se fundamente en hipótesis o prácticas 
inadecuadas desde el punto de vista técnico, jurídico o económico.” 

Este Tribunal hace suyo los argumentos que contiene el informe del órgano de 
contratación anteriormente expuestos. Así, respecto a la disminución de los costes 
indirectos que el recurrente justifica al no necesitar incorporar personal adicional a las 
oficinas que se exigen en el Pliego, alega el recurrente que estos ahorros son difíciles de 
cuantificar, rebatiendo el órgano de contratación que la apertura de 16 oficinas nuevas 
sin contratar personal, no resulta realista; en cuanto al cálculo de ingresos, el recurrente 
entiende que aunque un 66,52% de los envíos son servicios del grupo A), lo 
determinante es el peso específico sobre facturación, contestando el órgano que los 
ingresos no se ajustan a la realidad y están altamente desproporcionados, haciendo 
ahora una reformulación de ingresos nueva e incurriendo en errores en determinados 
importes; sobre el volumen de envíos que puede realizar por sus propios medios, el 
órgano entiende que sigue sin justificarlo, al aplicar unos “supuestos” descuentos que 
CORREOS le aplica a HISPAPOST, que no están recogidos en el contrato presentado y que 
todos los cálculos relativos a los repartidores los realiza en base a cuarenta repartidores; 
sobre el coste de las oficinas, el recurrente detalla el coste por Municipio, aduciendo el 
órgano de contratación que 87.000 euros anuales para cubrir los alquileres de todas las 
oficinas ofertadas en su proposición, resultaba muy poco realista y que en cualquier caso 
estaba reformulando su justificación, al igual que la hace con los costes del combustible. 

En consecuencia, considerando que el acto recurrido está suficientemente 
motivado, que no existe arbitrariedad ni se aprecia error en el informe técnico y que 
en este procedimiento especial el recurrente no ha justificado satisfactoria y 
exhaustivamente la baja anormal, debe desestimarse el presente recurso .” 

Por lo expuesto, visto los preceptos legales de aplicación, este Tribunal por 
unanimidad. 

RESUELVE 

PRIMERO.- Desestimar el recurso especial interpuesto por la entidad HISPAPOST, S.A., 
contra la Resolución n.º 198/23 de 3 de noviembre de 2023 que acuerda adjudicar a la 
entidad Sociedad Estatal Correos y Telégrafos S.A., el contrato “SERVICIOS POSTALES 
DEL CABILDO DE GRAN CANARIA Y ENTES DEL SECTOR PÚBLICO INSULAR”. 

SEGUNDO.- Alzar la suspensión automática del acto recurrido. 

TERCERO.- Declarar que no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la 
interposición del recurso, por lo que no procede la imposición de la sanción prevista en 
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el artículo 58.2 del LCSP,17. 

CUARTO.- Notificar la presente resolución a todos los interesados en el 
procedimiento, ordenando su publicación en el perfil de contratante. 

 
Esta resolución es definitiva en la vía administrativa, y contra la misma sólo cabrá la 
interposición del recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias en el plazo de 
DOS MESES a partir del día siguiente a la recepción de su notificación, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 10.1 y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio Reguladora 
de la Jurisdicción Contenciosa – Administrativa. 

 


